PROYECTO DE RESOLUCION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Declarar de interés legislativo la “Investigación sobre la participación del personal penitenciario en delitos de lesa humanidad” llevada adelante por la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia con el objeto de establecer las responsabilidades que le competen al Servicio Penitenciario Bonaerense en la represión ilegal durante la última dictadura militar.

El proyecto está inscripto en el marco de la decisión del Gobierno de la Provincia de constituir a la Policía de la Provincia de Buenos Aires y al Servicio Penitenciario en herramientas que contribuyan a la protección de las personas y sus derechos, alejándolos de los objetivos represivos a los que fueron orientados durante el gobierno de facto.

Debemos comprometer a todas las instancias del poder público en este proceso para que sus instituciones no vuelvan jamás a ser utilizadas para la represión del pueblo en acciones de terrorismo de Estado.

FUNDAMENTOS

El terrorismo de Estado formó parte de los prerrequisitos imprescindibles para la aplicación en nuestro país del modelo neoliberal. Fue la dictadura militar  impuesta en 1976, apoyada explícitamente por el gobierno norteamericano, los organismos de crédito internacionales, las empresas multinacionales, los bancos privados y las elites oligárquicas nativas, la que abonó el terreno del neoliberalismo.

Se cuentan por miles las víctimas directas de la represión entre desaparecidos, muertos, torturados, encarcelados y desterrados. El objetivo primario del accionar represivo fue lo más dinámico de la militancia popular, principalmente de la clase trabajadora, pero el terror institucional se ejerció sobre el conjunto de la sociedad, inaugurando cambios a nivel político y cultural al interior de la vida y la conciencia colectivas. El ambiente de terror contribuyó a atomizar cualquier expresión de rebeldía y a desconectar a la gente aún desde lo personal.

En definitiva, fueron utilizados los instrumentos del estado que debían prestar seguridad a la población, para sojuzgar, reprimir y fragmentar la voluntad popular. La sociedad entera fue víctima del accionar de instrumentos públicos que ella misma contribuye a sostener.

En nuestros días, la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia, a cargo del Lic. Edgardo Binstock, viene llevando adelante la “Investigación sobre la participación del personal penitenciario en delitos de lesa humanidad”, a fin de determinar las responsabilidades del Servicio Penitenciario Bonaerense en la represión ilegal de la última dictadura. En este contexto fueron hallados más de 1800 archivos de ex detenidos en la Unidad Penitenciaria número 9. Del análisis realizado por la Dra. Carolina Brandana, Directora de Protección de dicha Secretaría, se desprende de manera inobjetable la confirmación de la connivencia e inteligencia común entre el SPB, otros servicios penitenciarios, la Policía, las Fuerzas Armadas y los centros clandestinos de detención.

Es necesario enmarcar esta investigación dentro de la definición política del Gobernador de la Provincia, Ing. Felipe Solá, y sus Ministros de Justicia, Eduardo Di Rocco, y de Seguridad, León Arslanián, de transformar los aparatos de seguridad del estado orientándolos hacia el objetivo primordial de protección de las personas y sus derechos y  no de su represión. En esta misma tónica se inscriben las reestructuraciones y modificaciones en la formación de la Policía Bonaerense y el SPB.

Asimismo es de resaltar la voluntad política de reivindicar plenamente a la militancia popular, opuesta por el vértice a la demonización de la que ha sido objeto. Esta 

demonización también puede ilustrarse con los mencionados archivos en los que los militantes populares son tipificados con el rango delincuencial de “subversivo” agravando su supuesto delito por el hecho de ser “menor”, “extranjero” o “judío”, según consta en los rótulos de los expedientes.

Esta Legislatura debe comprometerse con el proceso de reorganización de los aparatos de seguridad. Es menester superar las coyunturales distinciones políticas para que la cuestión asuma el carácter de política de Estado. Debemos poner todo nuestro empeño para lograr que jamás vuelvan a ser utilizados los instrumentos públicos para coartar la expresión popular y destruir los lazos de cohesión social que son esenciales para hacer realidad cualquier proyecto de Nación. Por ello solicito a las señoras y señores diputados que acompañen el presente proyecto de declaración.

